
PRESIONES EXTERNAS
PRESIÓN DE LA PRENSA Y LAS REDES SOCIALES - EQUILIBRIO ENTRE EL DERECHO A ESTAR INFORMADO Y LA CONFIDENCIALIDAD DE LOS PROCEDIMIENTOS JUDICIALES
Está claro que la razón principal de la existencia de un sistema político es el establecimiento de la justicia.
La democracia ha sido dada a las sociedades como única solución viable al problema de desigualdad e injusticia entre las personas.
No hay justicia si los jueces y los fiscales no son independientes.
En cuanto al procedimiento penal, queda claro que no podemos considerar justicia independiente sin la independencia personal y funcional de los fiscales que incoan los procedimientos judiciales.
La incoación es, a menudo, mucho más importante que el juicio en sí. En especial en casos con repercusión política o económica, la fiscalía, que interviene en la etapa preliminar del juicio, puede repercutir en la formación de una opinión pública que determine el resultado de unas elecciones o el destino de la economía de una empresa o de un país.
El papel de los medios de comunicación es clave en la difusión de noticias, que a menudo carecen de veracidad u honestidad. En ocasiones, un comentario malicioso puede distorsionar la verdad y desacreditar a todo el sistema judicial.
La justicia debe ser y parecer justa.
Si hay difamación, el restablecimiento de la verdad será imposible o vendrá con tanto retraso que resultará imposible enmendar el daño.
Los fiscales están más expuestos a dichos ataques.
Las investigaciones preliminares en causas que involucran a personas políticamente expuestas son de especial interés para los medios. La información, incluso la de menor relevancia, puede generar tormentas de publicaciones, en etapas muy preliminares de instrucción. Especialmente, en casos de impacto político, esta práctica atenta contra la democracia, pues podría manipular al electorado.
La difamación pública es irreparable tanto para la persona objeto de la investigación como para el sistema judicial. En tiempos donde impera la velocidad y el anonimato de lo electrónico, la difamación corre a gran velocidad mientras que el restablecimiento de la verdad se hace lentamente y en silencio, en general, años después, al momento del juicio público.
Esta práctica supone un gran peligro para la independencia del poder judicial y para la democracia. Los fiscales no pueden sentirse libres y seguros, al investigar en esas circunstancias.
Si trabajamos bajo amenaza de ser difamados, perdemos independencia.
Por tanto, debemos proteger ambos derechos en conflicto.
La independencia del poder judicial y la libertad de acceso a la información.
Es nuestro deber encontrar un equilibrio.
Generalmente, hay información de dominio público importante involucrada en causas penales de gran interés público.
La ley protege la etapa de instrucción previa al juicio y prohíbe su divulgación. Desafortunadamente, los periodistas encuentran la manera de sortear la prohibición y no conozco un país que haya solventado este problema.
La única forma de garantizar un adecuado equilibrio es crear canales formales de información judicial y prohibir cualquier otra referencia pública al procedimiento judicial.
Para garantizar el adecuado funcionamiento de la información judicial controlada necesitamos fiscales verdaderamente independientes, que gestionen la apertura controlada del secreto de la instrucción, siempre que sea necesario por motivos de seguridad e interés público, con anuncios oficiales públicos y controlados de información estrictamente necesaria.

